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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – VEINTINUEVE (29) DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 
RAD: 2023-0216 (T02-2023-0039-01) 
ACCIONANTE: CALIXTO ANTONIO FABREGAS ESCORCIA 
ACCIONADO: SURA EPS – CLINICA LA ASUNCION  

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación presentada en contra del fallo de primera 
instancia proferido el 21 de julio de 2023 por el JUZGADO PRIMERO PROMISCUO 
MUNICIPAL DE MALAMBO, dentro de la acción de tutela impetrada por CALIXTO 
ANTONIO FABREGAS ESCORCIA, en contra de SURA EPS – CLINICA LA ASUNCION 
por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la salud, mínimo vital, 
seguridad social, vida digna, con fundamento en los siguientes: 
 

HECHOS 
 
La parte accionante señala como hechos de su solicitud de amparo, los que se exponen a 
continuación: 

 

 

SIGCMA 
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MEDIDA PROVISIONAL 
 

 
 

PRETENSIONES 
 
Solicita la actora el amparo de los derechos fundamentales que considera vulnerados, 
ordenando a la accionada: 

 
 

 
DE LA ACTUACIÓN 

 
La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL 
DE MALAMBO a través de auto calendado el 10 de julio de 2023, ordenándose oficiar a la 
EPS e IPS accionada a fin de que rindieran un informe sobre los hechos de la acción de 
tutela. Además, niega la medida solicitada. 
Informe rendido en los siguientes términos  
 
INFORME SURA EPS. 
HOLGER AUGUSTO ALFONZO FLOREZ, en calidad de Representante Legal Judicial, 
manifestó: 
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INFORME CLINICA LA ASUNCION  
CLAUDIA HENRIQUEZ MARTINEZ, en calidad de Jefe del Departamento Jurídico, 
manifestó: 

 

 
 
 

FALLO PRIMERA INSTANCIA 
 
El JUZGADO PRMERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO, a través de 
providencia del 21 de julio de 2023, resolvió la solicitud de amparo declarando la misma 
carencia de objeto por hecho superado, al quedar acreditado que la pretensión del actor 
fue resuelta. 
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DE LA IMPUGNACIÓN 

 
Inconforme con la decisión del a quo, la parte accionante, presentó impugnación bajo los 
argumentos que se exponen así: 

 
 

 
PROBLEMA JURÍDICO 

 
De conformidad con lo preceptuado por el actor corresponde analizar si SURA EPS ha 
vulnerado los derechos fundamentales invocados por CALIXTO ANTONIO FABREGAS 

ESCORCIA, con ocasión de la valoración por cirugía general que se encuentra pendiente  

 
NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

 
El marco constitucional está conformado por el artículo 23  y 86 de la Constitución Política 
Decreto 2591 de 1991, Decreto 1382 de 2000 Sentencias T- 661-2008, T- 798-2007, T- 
787-2004, T- 881 -2002, T- 1082-2001, T -1025- 2007, T 161 – 2011, T- 146-2012, T- 047-
2013, T- 183- 2013,  T – 149-2013, T-239-2013, T-253-2014,  T-095-2015, T – 138 – 
2017, T 155 – 2017 entre otras.  

CONSIDERACIONES 
 

El Constituyente de 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 
declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz 
protección. 
 
La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 
mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 
cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para protegerlos. 
 
EL DERECHO A LA VIDA EN CONDICIONES DIGNAS: Consagrado en el artículo 11 de 
nuestro Estatuto Constitucional al señalarlo como un derecho inviolable, siendo este una 
garantía fundamental, de exigente aplicación; es el soporte sobre el cual se desarrollan 
los demás derechos y su efectiva protección corresponde a la plena vigencia de los fines 
del Estado Social de Derecho, constituyendo así una responsabilidad esencial del Estado. 
Es obligación primaria de las autoridades la de proteger a todas las personas residentes 
en Colombia en sus vidas y en sus demás derechos, entre ellos el de la integridad 
personal, tal como lo proclama el artículo 2º de la Constitución.  
 
La acción de tutela es un instrumento de defensa de los derechos fundamentales 
incorporados a nuestro ordenamiento jurídico por el artículo 86 de la Constitución de 1991 
y desarrollada por el Decreto 2591 de la misma anualidad, dejando claro la norma que 
regula la materia que dicho mecanismo sólo resulta procedente para amparar derechos 
fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o amenazados por una autoridad 
pública o en casos especiales por particulares y el accionante no cuente con otro medio 
de defensa judicial. 
 
Ha sostenido entonces en abundante jurisprudencia nuestra máxima Corporación 
Constitucional que la procedencia de la acción de tutela se encuentra condicionada a que 
una garantía constitucional se encuentre vulnerada o amenazada de violación, sin que 
exista otro medio de defensa judicial idóneo para dispensar la protección de rigor. 
 
La Acción Constitucional de Tutela, tal y como ha sido consagrada por el constituyente 
entonces, tiene como antes se apuntó el carácter de residual y subsidiaria, lo que se 
traduce en el hecho de que dicho mecanismo especialísimo solo es viable cuando no 
existe una institución procesal específica para que se pueda conseguir por parte del 
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accionante la protección efectiva de sus derechos fundamentales. De igual manera la 
misma podrá ser utilizada por los asociados cuando se deba evitar un perjuicio 
irremediable, cumpliendo así con una tercera función como mecanismo transitorio. 
 
 

CASO CONCRETO 
 
Corresponde a esta agencia judicial determinar si se ha vulnerado por parte de SURA 
EPS. los derechos fundamentales invocados por el señor CALIZTO ANTONIO 
FABREGAS ESCORCIA, como consecuencia de la valoración por cirugía general que 
asegura requiere para determinar cirugía. 
 
Por su parte, la accionada entidad promotora de salud SURA EPS asegura que no ha 
vulnerado los derechos del actor por cuanto ha autorizados los servicios que ha 
requerido; en particular lo que respecta a la valoración por cirugía general, manifiesta que 
la valoración por cirugía general se encuentra tramitada y autorizada para la CLINICA LA 
ASUNCION, asimismo que en gestión de la misma le informan que quedó programada 
para el 14 de julio de 2023 a la 1:30pm, por lo que solicita se declare carencia de objeto 
por hecho superado 
 
La CLINICA LA ASUNCION en su informe manifiesta en concordancia con lo expuesto 
por SURA EPS que la cita se encuentra debidamente autorizada y programada y como 
constancia aporta: 

 
 
De conformidad con lo anterior el a quo en fallo de primera instancia resolvió declarar 
carencia de objeto por hecho superado. 
 
Ahora bien, el actor inconforme con lo anterior impugnó el fallo, no obstante no se 
evidencia sustentación alguna que permita a este Despacho evaluar una posible causal 
para revocar lo resuelto, ya que compartiendo la tesis de primera instancia se observa 
que la presente acción carece de objeto por cuanto la pretensión de la misma fue 
superada. 
 
Así las cosas resulta procedente confirmar el fallo proferido el 21 de julio de 2023 por el 
JUZGADO PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO, de conformidad con lo 
aquí expuesto. 
 
EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL CIRCUITO DE 
SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 
AUTORIDAD DE LA LEY, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido el 21 de julio de 2023 por 
el JUZGADO PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO dentro de la acción de 
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tutela instaurada por CALIXTO ANTONIO FABREGAS ESCORCIA en contra de SURA 
EPS, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 
 
SEGUNDO: Notificar ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del Pueblo 
de la Ciudad y al juez a quo, por el medio más expedito y eficaz. 
 
TERCERO: Remítase el expediente a la Honorable corte constitucional para su eventual 
revisión, según lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1.991. 
 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 


